
          COMUNICADO NO. 17                                                   

           Abril 22 de 2020                                 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA 

               

 
NO ES CONTRARIO AL PRINCIPIO DE UNIDAD DE MATERIA EL ARTÍCULO 240 DEL PLAN NACIONAL DE 

DESARROLLO, MEDIANTE EL CUAL SE ADOPTA UN MECANISMO DE FINANCIACIÓN DE SERVICIOS Y 

TECNOLOGÍAS EN SALUD NO FINANCIADOS CON CARGO A LA UPC 
 

  

       I.  EXPEDIENTE D-13400 -  SENTENCIA C-126/20 (abril 22) 

           M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo 

 

 

1.  Norma acusada 

LEY 1955 de 2019 

(mayo 25) 

Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. 

“Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad. 

 

ARTÍCULO 240. EFICIENCIA DEL GASTO ASOCIADO A LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO Y TECNOLOGÍAS NO 

FINANCIADOS CON CARGO A LOS RECURSOS DE LA UPC. Los servicios y tecnologías en salud no 

financiados con cargo a los recursos de la UPC serán gestionados por las EPS quienes los financiarán con 

cargo al techo o presupuesto máximo que les transfiera para tal efecto la Administradora de los Recursos 

del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES). El techo o presupuesto máximo anual por 

EPS se establecerá de acuerdo a la metodología que defina el Ministerio de Salud y Protección Social, 

la cual considerará incentivos al uso eficiente de los recursos. En ningún caso, el cumplimiento del techo 

por parte de las EPS deberá afectar la prestación del servicio. Lo anterior, sin perjuicio del mecanismo 

de negociación centralizada contemplado en el artículo 71 de la Ley 1753 de 2015. 

 

En todo caso, las Entidades Promotoras de Salud (EPS) considerarán la regulación de precios, aplicarán 

los valores máximos por tecnología o servicio que defina el Ministerio de Salud y Protección Social y 

remitirán la información que este requiera. La ADRES ajustará sus procesos administrativos, operativos, de 

verificación, control y auditoría para efectos de implementar lo previsto en este artículo. 

 

PARÁGRAFO. Las EPS podrán implementar mecanismos financieros y de seguros para mitigar el riesgo 

asociado a la gestión de los servicios y tecnologías no financiados con cargo a los recursos de la UPC. 

 

2. Decisión 

 

Primero. LEVANTAR en el presente proceso, la suspensión de términos ordenada por 

el Consejo Superior de la Judicatura.  

 

Segundo.  Declarar EXEQUIBLE el artículo 240 de la Ley 1955 de 2019 “Por la cual se 

expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, “Pacto por Colombia, pacto por la 

equidad”, por el cargo analizado. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1753_2015_pr001.html#71
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3. Síntesis de los fundamentos 

La Corte concluyó que la disposición demandada no es contraría al principio de 

unidad de materia consagrado en la Constitución. Sostuvo que, aunque está 

orientada a resolver un problema estructural asociado al financiamiento del sistema 

de salud, su carácter es meramente instrumental, en cuanto se limita a establecer un 

mecanismo cuya finalidad es garantizar la eficiencia en el gasto asociado a la 

prestación de servicios y tecnologías no financiados con cargo a los recursos de la 

Unidad de Pago por Capitación (UPC). 

 

En efecto, la disposición dispone (i) que las EPS financiarán tales servicios con cargo 

al techo o presupuesto máximo que les transfiera para tal efecto la Administradora 

de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES); (ii) que el 

techo o presupuesto máximo anual por EPS se establecerá de acuerdo con la 

metodología que defina el Ministerio de Salud y Protección Social, (iii) que dicha 

metodología considerará incentivos al uso eficiente de los recursos; (iv) que las EPS 

considerarán la regulación de precios, aplicarán los valores máximos por tecnología 

o servicio que defina el Ministerio de Salud y Protección Social y remitirán la 

información que este requiera; y (v) que la ADRES ajustará sus procesos 

administrativos, operativos, de verificación, control y auditoría para efectos de 

implementar lo previsto en la disposición. 

 

Se trata, en efecto, de una medida de política pública en materia de financiación 

de la salud que el legislador ha encontrado necesaria para impulsar el cumplimiento 

del Plan Nacional de Desarrollo en dicha materia (art. 150.3 C.P.). Su regulación no 

desborda la naturaleza temporal del Plan, tiene conexidad directa con los propósitos 

y objetivos de su parte general, así como con el diagnóstico de salud en materia de 

financiación y sostenibilidad de beneficios no cubiertos por la UPC. Igualmente, tiene 

conexidad teleológica pues está orientada a cumplir el objetivo estructural de 

equidad en materia de salud específicamente, dicha conexidad es estrecha pues la 

elaboración del Plan y su documento de bases aborda explícitamente la 

problemática y diseña una solución para la misma, contempla una estrategia y una 

acción que de manera sustancial, directa e inmediata propenden por subsanar la 

problemática identificada. 

Los magistrados se reservaron la posibilidad de presentar aclaraciones de voto sobre 

diferentes aspectos de la motivación de esta sentencia.  

 
EL ESTATUTO QUE REGULA LAS TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS TELECOMUNICACIONES INTEGRADO 

POR LAS LEYES 1341 DE 2009 Y 1978 DE 2019   NO ESTÁ AMPARADO POR LA RESERVA DE LEY ESTATUARIA. 
TODA VEZ QUE NO AFECTA EL NÚCLEO ESENCIAL DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES QUE EMANAN DEL 

ARTÍCULO 20 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. SE TRATA, DE UNA NORMATIVA QUE DESARROLLA A CABALIDAD 

EL ARTÍCULO 75 SUPERIOR 
  

  

      II.  EXPEDIENTE D-13461AC -  SENTENCIA C-127/20 (abril 22) 

           M.P. Cristina Pardo Schlesinger 
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1.  Norma acusada 

En el presente proceso se presentaron dos demandas de inconstitucionalidad contra 

la totalidad de la Ley 1978 de 2019, así como contra los artículos: 

 
LEY 1978 DE 2019 

(julio 25) 

 

Por la cual se moderniza el sector de las 

Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones (TIC), se distribuyen 

competencias, se crea un regulador único y se 

dictan otras disposiciones 

 

 “ARTÍCULO 1o. OBJETO. La presente Ley tiene 

por objeto alinear los incentivos de los agentes y 

autoridades del sector de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones (TIC), 

aumentar su certidumbre jurídica simplificar y 

modernizar el marco institucional del sector, 

focalizar las inversiones para el cierre efectivo 

de la brecha digital y potenciar la vinculación 

del sector privado en el desarrollo de los 

proyectos asociados, así como aumentar la 

eficiencia en el pago de las contraprestaciones 

y cargas económicas de los agentes del sector. 

 

(…) 

 

ARTÍCULO 8o. Modifíquese el artículo 11 de la 

Ley 1341 de 2009, el cual quedará así: 

 

Artículo 11. Acceso al uso del espectro 

radioeléctrico. El uso del espectro radioeléctrico 

requiere permiso previo, expreso y otorgado por 

el Ministerio de Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones. 

El permiso de uso del espectro respetará la 

neutralidad en la tecnología siempre y cuando 

esté coordinado con las políticas del Ministerio 

de Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones, no generen interferencias 

sobre otros servicios, sean compatibles con las 

tendencias internacionales del mercado, no 

afecten la seguridad nacional, y contribuyan al 

desarrollo sostenible. El Ministerio de Tecnologías 

de la Información y las Comunicaciones 

adelantará mecanismos de selección objetiva, 

que fomenten la inversión en infraestructura y 

maximicen el bienestar social, previa 

convocatoria pública, para el otorgamiento del 

permiso para el uso del espectro radioeléctrico 

y exigirá las garantías correspondientes. En 

aquellos casos, en que prime la continuidad del 

servicio, el Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones podrá 

otorgar los permisos de uso del espectro de 

manera directa, únicamente por el término 

estrictamente necesario para asignar los 

permisos de uso del espectro radioeléctrico 

mediante un proceso de selección objetiva. 

 

En la asignación de las frecuencias necesarias 

para la defensa y seguridad nacional, el 

Ministerio de Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones tendrá en cuenta las 

necesidades de los organismos de seguridad del 

Estado. El trámite, resultado e información 

relativa a la asignación de este tipo de 

frecuencias tiene carácter reservado. El 

Gobierno nacional podrá establecer bandas de 

frecuencias de uso libre de acuerdo con las 

recomendaciones de la UIT. Así mismo, podrá 

establecer bandas exentas del pago de 

contraprestaciones para programas sociales del 

Estado que permitan la ampliación de 

cobertura en zonas rurales. 

 

PARÁGRAFO 1o. Para efectos de la aplicación 

de presente artículo, se debe entender que la 

neutralidad tecnológica implica la libertad que 

tienen los proveedores de redes y servicios de 

usar las tecnologías para la prestación de todos 

los servicios sin restricción distinta a las posibles 

interferencias perjudiciales y el uso eficiente de 

los recursos escasos. 

 

PARÁGRAFO 2o. Los permisos para el uso del 

espectro radioeléctrico podrán ser cedidos 

hasta por el plazo del permiso inicial o el de su 

renovación, previa autorización del Ministerio de 

Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones en los términos que este 

determine sin desmejora de los requisitos, 

calidad y garantías del uso, acceso y beneficio 

común del espectro previamente establecidos 

en el acto de asignación del mismo. Se deberá 

actualizar la información respectiva en el 

Registro Único de TIC. La cesión de los permisos 

de uso del espectro radioeléctrico solo podrá 

realizarse siempre y cuando el asignatario, a la 

fecha de la cesión, esté cumpliendo con todas 

las obligaciones dispuestas en el acto de 

asignación, dentro de los plazos definidos en el 

mismo, incluyendo la ejecución de obligaciones 
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de hacer cuando estas hayan sido establecidas. 

El Ministerio de Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones incorporará en el acto que 

autoriza la cesión las condiciones técnicas y 

económicas de mercado, que se evidencien al 

momento de la autorización. 

 

El Gobierno nacional reglamentará la materia 

teniendo en cuenta criterios, entre otros, como 

el uso eficiente del espectro, el tipo de servicio 

para el cual se esté utilizando el espectro 

radioeléctrico objeto del permiso, y las 

condiciones específicas del acto de asignación 

del permiso para el uso del espectro 

radioeléctrico a ceder e igualmente, un término 

mínimo a partir del cual se podrá realizar la 

cesión. 

 

PARÁGRAFO 3o. Se entiende como 

maximización del bienestar social en el acceso 

y uso del espectro radioeléctrico, 

principalmente, la reducción de la brecha 

digital, el acceso universal, la ampliación de la 

cobertura, el despliegue y uso de redes e 

infraestructuras y la mejora en la calidad de la 

prestación de los servicios a los usuarios. Lo 

anterior, de acuerdo con las mejores prácticas 

internacionales y las recomendaciones de la UIT. 

En cualquier caso, la determinación de la 

maximización del bienestar social en el acceso 

y uso del espectro radioeléctrico estará sujeta a 

valoración económica previa. 

 

ARTÍCULO 9o. Modifíquese el artículo 12de la Ley 

1341 de 2009, el cual quedará así: 

 

Artículo 12. Plazo y renovación de los permisos 

para el uso del espectro radioeléctrico. El 

permiso para el uso del espectro radioeléctrico 

tendrá un plazo definido inicial hasta de veinte 

(20) años, el cual podrá renovarse a solicitud de 

parte por períodos de hasta veinte (20) años. 

Para determinar las condiciones y el periodo de 

renovación, el Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones tendrá en 

cuenta, entre otros criterios, la maximización del 

bienestar social, los planes de inversión, la 

expansión de la capacidad de las redes de 

acuerdo con la demanda del servicio que sea 

determinada por el Ministerio de Tecnologías de 

la Información y las Comunicaciones, así como 

la cobertura y la renovación tecnológica de 

conformidad con las necesidades que para tal 

fin identifique el Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones. Los planes 

que presente el interesado deberán ser 

proporcionales al periodo de renovación 

solicitado, razones de interés público, el 

reordenamiento nacional del espectro 

radioeléctrico, o el cumplimiento a las 

atribuciones y disposiciones internacionales de 

frecuencias. Esta determinación deberá 

efectuarse mediante acto administrativo 

motivado. 

 

El Ministerio de Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones, establecerá las 

condiciones de la renovación, previa 

verificación del cumplimiento de las 

condiciones determinadas en el acto 

administrativo de otorgamiento del permiso de 

uso del espectro radioeléctrico por parte del 

interesado, lo que incluye el uso eficiente que se 

ha hecho del recurso, el cumplimiento de los 

planes de expansión, la cobertura de redes y 

servicios y la disponibilidad del recurso, teniendo 

en cuenta los principios del artículo 75 de la 

Constitución Política. 

 

La renovación de los permisos de uso del 

espectro radioeléctrico incluirá condiciones 

razonables y no discriminatorias que sean 

compatibles con el desarrollo tecnológico futuro 

del país, la continuidad del servicio y los 

incentivos adecuados para la inversión. 

 

La renovación no podrá ser gratuita, ni 

automática. El Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones establecerá 

las condiciones de calidad, servicio y cobertura, 

así como el valor de la contraprestación 

económica que deberá pagarse con ocasión 

de la renovación, previo análisis de las 

condiciones del mercado. El interesado deberá 

manifestar en forma expresa su intención de 

renovar el permiso con seis (6) meses de 

antelación a su vencimiento, en caso contrario, 

se entenderá como no renovado. 

 

PARÁGRAFO: Los permisos para el uso del 

espectro radioeléctrico vigentes a la fecha de 

entrada en rigor de la presente Ley, incluidos 

aquellos permisos para la prestación del servicio 

de televisión abierta radiodifundida y de 

radiodifusión sonora, podrán renovarse a 

solicitud de parte por períodos de hasta veinte 

(20) años. Para determinar las condiciones y el 

periodo de renovación, se aplicarán las reglas 

previstas en el presente artículo. 

 

(…) 

 

ARTÍCULO 20. Modifíquese el artículo 24 de la 

Ley 1341 de 2009, el cual quedará así: 
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Artículo 24. Contribución a la CRC. Con el fin de 

recuperar los costos del servicio de las 

actividades de regulación que preste la 

Comisión de Regulación de Comunicaciones, 

todos los proveedores sometidos a la regulación 

de la Comisión, con excepción del Operador 

Postal Oficial respecto de los servicios 

comprendidos en el Servicio Postal Universal, 

deberán pagar una contribución anual que se 

liquidará sobre los ingresos brutos, que 

obtengan en el año anterior a aquel al que 

corresponda la contribución, por la provisión de 

redes y servicios de telecomunicaciones, 

excluyendo terminales, o por la prestación de 

servicios postales, y cuya tarifa, que será fijada 

para cada año por la propia Comisión, no 

podrá exceder hasta el uno coma cinco por mil 

(0,15%). 

Para el caso de los servicios de televisión abierta 

radiodifundida, prestado por aquellos 

operadores que permanezcan en el régimen de 

transición en materia de habilitación, y de 

radiodifusión sonora, el Fondo Único de 

Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones transferirá a la CRC el valor 

equivalente a la contribución anual a la CRC. 

Los operadores públicos del servicio de 

televisión se mantendrán exentos del pago de la 

contribución a la CRC de que trata el presente 

artículo. 

Para la determinación de la tarifa, la Comisión 

deberá tener en cuenta el costo presupuestado 

del servicio de regulación para el respectivo 

año, y atenderá las siguientes reglas: 

a) Por costo del servicio se entenderán todos los 

gastos de funcionamiento e inversión de la 

Comisión, incluyendo la depreciación, 

amortización u obsolescencia de sus activos, en 

el período anual al cual corresponda la 

contribución. 

b) El costo de referencia para fijar la tarifa debe 

determinarse teniendo en cuenta el proyecto 

de presupuesto, presentado al Congreso de la 

República, para el año en el que debe pagarse 

la contribución. En caso de que, al momento de 

fijarse la tarifa, ya se haya expedido la 

respectiva Ley de Presupuesto, el costo de 

referencia será el establecido en esa ley. 

c) La Comisión realizará una estimación de los 

ingresos brutos de los contribuyentes con base 

en la información con que cuente al momento 

de expedir la resolución mediante la cual fije la 

tarifa. Esta información podrá provenir, entre 

otras fuentes, de la información suministrada por 

los contribuyentes o de cruces de información 

con otras entidades. 

d) La tarifa fijada debe ser aquella que, 

aplicada a la base gravable a que se hace 

referencia en el literal c) de este artículo, 

solamente arrojará lo necesario para cubrir el 

costo del servicio. 

e) La suma a cargo de cada contribuyente 

equivaldrá a aplicar la tarifa fijada por la CRC a 

la base gravable establecida en el inciso 

primero de este artículo. 

f) Corresponderá a la CRC establecer los 

procedimientos para la liquidación y pago de la 

contribución, así como ejercer las 

correspondientes funciones de fiscalización, 

imposición de sanciones y cobro coactivo. Sin 

perjuicio de lo establecido en normas 

especiales, las sanciones por el incumplimiento 

de las obligaciones relacionadas con la 

contribución serán las mismas establecidas en el 

Estatuto Tributario para el impuesto sobre la 

renta y complementarios. 

g) En caso de generarse excedentes, una vez 

queden en firme las declaraciones de la 

contribución a la CRC, tales montos se 

incorporarán en el proyecto del presupuesto de 

la siguiente vigencia fiscal con el fin de que sean 

abonados a las contribuciones del siguiente 

periodo, lo cual se reflejará en una disminución 

del valor anual de la contribución. 

h) Los excedentes de contribución que se hayan 

causado con anterioridad a la entrada en 

vigencia de la presente ley y cuyas 

declaraciones se encuentren en firme a la 

promulgación de la presente ley, serán utilizados 

en su totalidad para financiar parte del 

presupuesto de la siguiente vigencia fiscal. 

 

PARÁGRAFO TRANSITORIO. De acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 36 de la presente ley 

para los operadores del servicio de televisión 

comunitaria, se exceptúan del pago de la 

contribución anual a la CRC durante los cinco 

(5) años siguientes a la entrada en vigencia de 

la presente ley. 

 

(…)” 
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2.       Decisión 

Primero. LEVANTAR, en el presente proceso, la suspensión de términos ordenada por 

el Consejo Superior de la Judicatura. 

 

Segundo. Declarar EXEQUIBLES la totalidad de las leyes 1341 de 2009 y 1978 de 2019, 

en relación con el cargo por violación de la reserva de trámite legislativo estatutario, 

con ocasión de la alegada violación del artículo 152 superior. 

 

Tercero. Declarar EXEQUIBLES los artículos 8º y 9º de la Ley 1978 de 2019, en relación 

con el cargo por violación de la reserva de trámite legislativo estatutario, con ocasión 

de la alegada violación del artículo 152 superior. 

 

Cuarto. Declararse INHIBIDA para decidir sobre los cargos contra las expresiones 

legales que, en el presente caso, se demandan de los artículos 1º y 20 de la Ley 1978 

de 2019. 

 

3.     Síntesis de los fundamentos  

 

Tras verificar la necesidad de integrar una unidad normativa entre la Ley 1341 de 2009 

y la Ley 1978 de 2019, la Corte concluyó que el régimen TIC que componen ambas 

leyes no está amparado por reserva de ley estatutaria. Se llegó a tal conclusión luego 

de verificar que ni el objeto ni el contenido de tal régimen está dirigido a la regulación 

de los derechos fundamentales que emanan del artículo 20 de la Constitución Política 

en ninguno de sus ámbitos y que, por tal razón, no tienen la posibilidad de afectar su 

núcleo esencial. La Corte verificó, por el contrario, que las normas que componen el 

referido régimen TIC constituyen el mero desarrollo del mandato que prevé el artículo 

75 superior. 

 

El anterior razonamiento fue así mismo utilizado para negar que los artículos 8º y 9º de 

la Ley 1978 de 2019 estuvieran igualmente amparados por tal reserva de ley 

estatutaria. En este caso, sin embargo, la Corte se detuvo en que la regulación de la 

asignación y renovación de los permisos de acceso al espectro, también tiene el 

propósito de establecer un procedimiento cierto que permita su asignación con base 

en criterios objetivos y necesarios para su aprovechamiento óptimo, protegiendo la 

igualdad de oportunidades en su acceso y en defesa del sistema democrático que 

riñe con la asignación arbitraria de los recursos que sirven de insumo a la actividad 

informativa. 

 

Finalmente, en lo que tiene que ver con los cargos elevados contra parte de los 

artículos 1º y 20 de la Ley 1978 de 2019 por violación al artículo 13 de la Constitución, 

la Corte se abstuvo de pronunciarse sobre los mismos luego de observar que el 

propósito de la demanda es que el legislador expida una regulación especial para 

otros actores, distintos de aquellos que buscan fines comerciales, de manera que lo 

que se plantea en realidad, es un cargo por omisión legislativa absoluta al regular la 

materia, la cual no puede ser subsanada por la Corte Constitucional. 
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EXISTENCIA DE COSA JUZGADA ACERCA DE LA NORMA DEMANDADA QUE REGULA UNA DE LAS HIPÓTESIS EN 

LAS QUE NO PROCEDE LA LIBERTAD CONDICIONAL, DECLARADA INEXEQUIBLE EN UNA PARTE QUE INFRINGÍA 

EL PRINCIPIO DE CULPABILIDAD POR EL ACTO 
 

  

     III.  EXPEDIENTE D-13496 -  SENTENCIA C-128/20 (abril 22) 

           M.P. José Fernando Reyes Cuartas 

 

 

1.  Norma acusada 
LEY 1826 DE 2017 

(enero 12) 

Por medio de la cual se establece un procedimiento penal especial abreviado y se regula la figura del 

acusador privado. 

ARTÍCULO 7o. Modifíquese el numeral 4 del artículo 313 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así: 

 

4. Cuando la persona haya sido capturada por conducta constitutiva de delito o contravención, dentro 

del lapso de los tres años anteriores, contados a partir de la nueva captura o imputación, siempre que 

no se haya producido la preclusión o absolución en el caso precedente. 

 

En el supuesto contemplado por el inciso anterior, se entenderá que la libertad del capturado representa 

peligro futuro para la sociedad en los términos de los artículos 308 y 310 de este código”.  

 

 

2.       Decisión 

Primero. LEVANTAR, en el presente proceso, la suspensión de términos ordenada por 

el Consejo Superior de la Judicatura. 

Segundo. ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-567 de 2019, que declaró “Primero. 

ESTARSE A LO DECIDIDO en la sentencia C-425 de 2008, en tanto declaró EXEQUIBLE el 

artículo 26 de la Ley 1142 de 2007, en relación con el cargo de desconocimiento del 

derecho a la presunción de inocencia (artículo 29 de la Constitución Política de 

Colombia). Segundo. Declarar EXEQUIBLE, en consecuencia, el inciso 1 del numeral 4 

del artículo 313 de la Ley 906 de 2004, modificado por el artículo 7 de la Ley 1826 de 

2017, EN EL ENTENDIDO de que las capturas aludidas en la norma examinada, sólo 

serán aquellas que hayan sido debidamente ordenadas por autoridad competente 

con apego a los requisitos legales, o las que sean fruto de audiencia de legalización 

por juez de control de garantías. (…) Cuarto. Declarar INEXEQUIBLE el inciso 2 del 

numeral 4 del artículo 313 de la Ley 906 de 2004, por vulneración del artículo 29 de la 

Constitución, por desconocerse el principio de culpabilidad por el acto”.  

 

3.       Síntesis de los fundamentos 

La Sala Plena examinó la demanda de inconstitucionalidad presentada por el 

ciudadano Andrés Fernando Ruíz Hernández en contra del artículo 7° de la Ley 1826 

de 2017, por ser contraria a los artículos 243 y 29 de la Constitución.  

El demandante señaló que en la sentencia C-121 de 2012 la Corte declaró 

inexequibles algunos apartes del numeral 3° del artículo 310 de la Ley 906 de 2004, 

norma que se reprodujo en la disposición acusada, configurándose con ello el 
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fenómeno de cosa juzgada material, pues ambas normas tienen los mismos efectos 

jurídicos. Para el actor, la disposición demandada hace alusión nuevamente al 

artículo 310 procesal penal -norma que permitía entender al acusado o afecto a una 

medida de aseguramiento como un peligro para la sociedad- pero esta vez 

otorgando ese mismo nivel de peligrosidad al capturado. Indicó que en la sentencia 

C-121 de 2012 la Corte declaró la inexequibilidad de la expresión “estar acusado, o 

de encontrarse sujeto a alguna medida de aseguramiento” de la norma demandada, 

luego de considerar que vulneraba el principio de presunción de inocencia. A su 

juicio, en el caso del artículo 7° de la Ley 1826 de 2017 demandado es clara la 

vulneración de dicho principio pero incluso de mayor gravedad, en tanto se habilita 

la procedencia de la más gravosa de las modalidades de medida de aseguramiento 

por el solo hecho de haber sido capturado, con lo cual ni siquiera hay inferencia 

razonable de autoría o participación.  

Por otro lado, el accionante manifestó que la disposición acusada eliminó la facultad 

del juez de evaluar la proporcionalidad en la procedencia e imposición de la medida 

de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario y en su 

lugar estableció un criterio objetivo. También aseguró que desconoce el derecho 

penal de acto y se centra en el derecho penal de autor, porque no está relacionada 

con la conducta desplegada por el destinatario de la medida de aseguramiento sino 

con su condición subjetiva de haber sido capturado. Además, la parte final del inciso 

primero de la disposición demandada consagra una presunción de culpabilidad, por 

cuanto equipara la existencia de un proceso penal con la responsabilidad penal.  

La Sala encontró acreditadas las circunstancias para establecer el fenómeno de la 

cosa juzgada constitucional respecto de la sentencia C-567 de 2019, esto es, i) 

identidad formal en el objeto acusado; ii) la identidad material en el cargo propuesto 

y iii) la ausencia de variación del parámetro de validez constitucional, en tanto:  

 (i) El aparte normativo demandado en la sentencia C-567 de 2019, es el mismo que 

se analiza en esta oportunidad: numeral 4.° del artículo 313 de la Ley 906 de 2004, 

modificado por el artículo 7 de la Ley 1826 de 2017.  

 (ii) Las demandas, en términos generales, plantearon cargos similares que en 

concreto se circunscriben a advertir que la causal contenida en el numeral 4.° 

cuestionado le otorga a la persona vinculada al proceso penal un tratamiento que 

desconoce la presunción de inocencia e introduce un modelo de medida de 

aseguramiento que se basa en el pasado del sujeto y su condición subjetiva de haber 

sido capturado, más no en su conducta (desconocimiento del derecho penal de 

acto) y menos aún en haber sido condenado o una mínima inferencia razonable de 

responsabilidad.  

(iii) En la sentencia C-567 de 2019, la Sala Plena estudió, en primer lugar, el inciso 1° 

del numeral 4° del artículo 313 de la Ley 906 de 2004. Para ello acudió a los parámetros 

establecidos en la sentencia C-425 de 2008 y concluyó que la norma se ajustaba a los 

criterios de estricta legalidad, reserva judicial, estricta excepcionalidad, necesidad y 

razonabilidad. Sin embargo, hizo dos precisiones: i) solo puede hablarse de captura, 

cuando esta hubiese sido ordenada por el juez competente, con el pleno de las 

formalidades legales, o cuando la misma ha sido legalizada por el juez de control de 

garantías, por existir, por ejemplo, situación de aprehensión en flagrancia; y ii) la 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr007.html#313
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captura es solo un criterio más a tener en cuenta para imponer la medida de 

detención preventiva, el cual debe armonizarse con todos los demás requisitos 

establecidos en la ley procesal penal.  

En segundo lugar, revisó la constitucionalidad del inciso 2° del numeral 4° del artículo 

313 de la Ley 906 de 2004. Para ello, reiteró las reglas contenidas en la sentencia C-

121 de 2012 y sostuvo que la detención preventiva debe valorarse en concreto y en 

relación con las características específicas del proceso, mas no con circunstancias 

ocurridas y valoradas a la luz de los fines específicos de otro proceso. De lo contrario, 

se estarían empleando decisiones precarias y provisionales sobre la probable 

responsabilidad penal de una persona como criterio indicador de peligrosidad, lo 

cual desconoce el derecho de toda persona a ser juzgada conforme al acto que se 

le imputa. 

Con fundamento en lo anterior, en la sentencia C-567 de 2019 la Corte decidió estarse 

a lo decidido en la sentencia C-425 de 2008 en tanto declaró: i) exequible el incido 

1°, en el entendido de que las capturas aludidas en la norma examinada, solo serán 

aquellas que hayan sido debidamente ordenadas por autoridad competente con 

apego a los requisitos legales, o las que sean fruto de audiencia de legalización por 

juez de control de garantías; y ii) inexequible el inciso 2° por desconocerse el principio 

de culpabilidad por el acto. 

Con fundamento en lo anterior, la Sala Plena determinó que en la sentencia C-567 de 

2019 se resolvieron los planteamientos expuestos en la demanda objeto de estudio, 

por cuanto:  

a) En la demanda que ahora se estudia el accionante señaló que la disposición 

acusada era contraria al artículo 243 C.P. (cosa juzgada material), al reproducir una 

norma que había sido declarada inexequible en la sentencia C-121 de 2012 por ser 

contraria al principio de presunción de inocencia.  

b) Aunque el debate de la cosa juzgada material respecto de la sentencia C-121 de 

2012 no fue propuesto en la demanda que dio lugar a la sentencia C-567 de 2019, lo 

cierto es que el estudio sobre la existencia de la norma demandada y su conformidad 

con la Constitución fue abordado en esta última providencia acudiendo a los 

parámetros establecidos en las sentencias C-425 de 2008 y C-121 de 2012, no bajo el 

racero de la cosa juzgada material, sino como parámetro para declarar exequible 

bajo condicionamiento el inciso primero, e inexequible el inciso segundo.  

c) Entonces, el cuestionamiento principal del accionante cuyo fundamento está 

dado en el pronunciamiento que sobre la presunción de inocencia se hiciera en la 

sentencia C-121 de 2012, fue despachado por la Corte en la sentencia C-567 de 2019 

donde se analizó la conformidad del artículo 7° demandado con la Constitución.  

 

 

  

 

 

 

ALBERTO ROJAS RÍOS 

Presidente 


		2020-04-25T12:20:32-0500
	ALBERTO ROJAS RÍOS




